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PRESENTACIÓN
Una amplia expresión del movimiento feminista, consciente
de la trascendencia del ciclo electoral 2026-2030, propone
una hoja de ruta estratégica orientada a contribuir a la
consolidación de la democracia, al afianzamiento de una paz
perdurable, al logro de la justicia social y al desarrollo
sostenible, mediante la incidencia en el debate electoral y la
adopción de compromisos de gobierno que aseguren la
participación efectiva de las mujeres en la implementación y
seguimiento al Plan Nacional de Desarrollo.

7 de mayo de 2026 

Este planteamiento se orienta a impulsar un cambio de
paradigma que permita transitar de un Estado que administra
la desigualdad histórica a otro que la reconoce y se
compromete a erradicarla, garantizando la autonomía, la
seguridad y el bienestar colectivo, y superando las brechas
en el acceso y el ejercicio de los derechos de forma integral.
El presente documento ofrece una síntesis de los ejes
centrales de la Agenda Feminista 2026–2030. Las
propuestas aquí contenidas recogen los principales
lineamientos por dimensión, cuyo desarrollo ampliado y
detallado se encuentra en el documento completo de la
Agenda.

Las organizaciones que trabajaron conjuntamente en el planteamiento de esta Agenda son: Codacop,
Corporación Humanas, Ciase, La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, Limpal Colombia, Red Nacional
de Mujeres, Ruta Pacífica de las Mujeres y Sisma Mujer.
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La agenda 2026-2030 prioriza el Objetivo de Desarrollo
Sostenible 5, orientado a lograr la igualdad entre los géneros y
a empoderar a todas las mujeres y las niñas. Se fundamenta
en la convicción de que la paz, la seguridad, la libertad y la
sostenibilidad del desarrollo son posibles si se construyen
sobre la base de un Estado de la Igualdad en el que se
redefina el contrato social y no solo se adopte un conjunto de
medidas sectoriales.
En un contexto de crisis global, caracterizado por la
emergencia climática, el debilitamiento de las democracias, la
fragilidad de la paz, la profundización de las desigualdades y
la implantación de la destrucción y la guerra como
mecanismos de imposición, se evidencian impactos
diferenciados en todas las mujeres, en su diversidad. Estas
dinámicas no sólo amplifican las brechas de género
existentes, sino que también limitan la capacidad de los
Estados para garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos.
En este escenario, la igualdad sustantiva de mujeres, niñas y
de género se establece como un imperativo para el bienestar
de la humanidad y como una condición necesaria para
fortalecer las capacidades estatales y la legitimidad
democrática, así como para contar con una infraestructura
viable para una paz sostenible.

EL HORIZONTE DE LA IGUALDAD
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En este marco, el periodo 2020-2030, propuesto por las
Naciones Unidas como la “Década de Acción”, se configura
como un momento crítico para avanzar de manera decidida en
la implementación de compromisos internacionales y orientar
la acción estatal hacia la transformación material de la vida de
las mujeres mediante la superación de las brechas entre el
reconocimiento formal de los derechos y su garantía efectiva.

La agenda se estructura en cinco dimensiones: 1. Seguridad
con enfoque feminista y erradicación de la violencia de
género; 2. Sociedad del cuidado; 3. Autonomía física,
económica y del uso del territorio; 4. Poder y democracia
paritaria y 5. El mecanismo de adelanto para las mujeres y las
niñas. Estas dimensiones se conciben como un sistema
interrelacionado que permite abordar las desigualdades de
género de manera integral, superando enfoques fragmentados
o sectoriales y reconociendo su carácter de nudos
estructurales. Esto permite que la igualdad transite del
reconocimiento formal a una transformación material
verificable. En este marco, la igualdad de género deja de ser
una meta sectorial para convertirse en un motor de la igualdad
general, en el que la reducción de la pobreza, la legitimidad
democrática y la justicia ambiental se alcanzan mediante la
corrección de la desigualdad, la discriminación y la
subordinación estructural.
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Para hacer operativa esta visión, se adopta un modelo de
engranajes en el que los subcomponentes funcionan de
manera integrada, de modo que la implementación de cada
uno impulsa el funcionamiento del conjunto en el entendido de
que la afectación de una dimensión impacta en las demás. En
la Agenda también se incorpora la interseccionalidad como eje
fundamental, pues se reconoce que las brechas de
desigualdad, violencia y pobreza no afectan de manera
uniforme a todas las mujeres.

La Agenda se fundamenta en tres premisas orientadas a
redefinir la arquitectura estatal y a garantizar que la igualdad
de género sea el motor de un Estado de la Igualdad: 
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LAS PREMISAS

Cierre de la brecha de implementación. En este caso, la
capacidad del Estado en todos sus niveles se mide por la
ejecución efectiva de los marcos normativos y no por su
mera producción, y la gestión pública se redefine como el
tránsito del derecho formal al beneficio real mediante la
optimización de herramientas legales, administrativas,
presupuestales y de arquitectura institucional para eliminar
barreras y garantizar la efectividad de los derechos y su
dinámica de adopción.

1.

Sostenibilidad del modelo. De acuerdo con esta premisa, la
transformación cultural se incorpora como una función
inherente a toda la estructura estatal, mediante un enfoque 

2.
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pedagógico en la intervención pública que reconfigure los
imaginarios sociales que reproducen la discriminación y la
desigualdad para asegurar que los avances materiales se
consoliden y se proyecten en el tiempo como una cultura
de igualdad.

Arquitectura de Estado integral. Aquí se apunta a superar la
lógica de compartimentos sectoriales mediante la
articulación institucional y se reconoce que las
desigualdades de género operan como un sistema
interconectado que requiere respuestas coordinadas. 

3.

LAS DIMENSIONES
1. Seguridad con enfoque feminista y erradicación de la

violencia de género: hacia un nuevo paradigma de
seguridad integral

1.1 Enfoque
Una seguridad con enfoque feminista permite abordar
de manera integrada las violencias en los ámbitos
doméstico y público, así como en contextos de conflicto
armado y en el ámbito de la delincuencia organizada.
Actúa sobre las causas estructurales que limitan la
autonomía de las mujeres y reconoce la seguridad
personal como factor determinante para la equidad
social y la construcción de paz.
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Desde este enfoque, el concepto de seguridad
trasciende los enfoques androcéntricos y militaristas
centrados en la defensa de la soberanía estatal e
incorpora la protección de las personas frente a
amenazas como el patriarcado, el racismo y las
dinámicas económicas que limitan el desarrollo
individual y colectivo. La violencia de género, no
claramente contemplada en el paradigma actual de la
seguridad, se posiciona como una amenaza crítica para
la seguridad pública. Desde un nuevo enfoque de la
seguridad, cuestionamos su clasificación como asunto
privado y enfatizamos que la seguridad en el ámbito
privado también es responsabilidad pública. 

En Colombia, las violencias en los territorios se
configuran en torno a lógicas de control ejercidas por la
criminalidad organizada y por otros actores, no
necesariamente ilegales, que refuerzan estructuras de
dominación y mandatos de hipermasculinidad asociados
a la violencia y a la disposición a la muerte. En este
contexto, el cuerpo femenino se convierte en territorio
de dominación y la violencia sexual, al igual que otras
violencias de género, sigue configurándose como un
mecanismo de control territorial. 

La impunidad frente a las violencias facilita la
reproducción de modelos de autoridad violenta,
exacerbando la ya existente cultura del castigo impuesta
por los violentos, en un escenario de intensificación de
las disputas por el control de los territorios. 
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1.2 Contexto
La violencia estructural se expresa en la persistencia de
la violencia intrafamiliar, con un alto número de procesos
penales y una proporción mayoritaria de mujeres como
víctimas en contextos de pareja, así como en la
ocurrencia de feminicidios y tentativas de feminicidio
que evidencian el uso del cuerpo femenino como
mecanismo de control. Esta situación se agrava por los
niveles de impunidad en el sistema de justicia, donde la
mayoría de los procesos no llegan a juicio y las
sentencias condenatorias son limitadas, lo que envía un
mensaje de permisividad institucional. Se ha establecido
que los hombres usan la violencia contra las mujeres
para controlarlas y de ahí que los altos índices de
violencia intrafamiliar, feminicidios e intentos de
feminicidio llevan a concluir que muchas mujeres están
desobedeciendo el orden patriarcal o que muchos
hombres están intentando controlar a las mujeres que
consideran insurrectas.

La violencia también tiene efectos directos sobre la
seguridad económica, socioemocional, física y política,
entre otras, al reducir, en general y en particular, la
participación laboral y la productividad de las mujeres.

En el marco del crimen organizado y de otras formas de
expresión armada territorial, las violencias contra las
mujeres, incluidas las físicas y sexuales, operan como un
arma de control. Ello ya se ha constatado. Se registran
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altos niveles de victimización en el conflicto armado; hay
persecución de liderazgos femeninos y el
desplazamiento forzado afecta de manera significativa a
las mujeres. Existe una correlación entre la violencia
estructural, entendida como la forma de violencia
invisible e institucionalizada en la que los sistemas
sociales, políticos o económicos impiden a ciertos
grupos ejercer sus derechos de manera plena, y la
violencia en los territorios con presencia de actores
armados. Allí se incrementan las tasas de violencia
intrafamiliar y se intensifican las agresiones en
contextos de desplazamiento.

En esta dimensión, planteamos los siguientes puntos
clave: 

1.3 Propuestas

Reestructuración del Sistema de Alertas Tempranas
para integrar un enfoque de género que permita
rastrear indicadores críticos como las desapariciones
forzadas, los feminicidios, la violencia intrafamiliar y
la violencia sexual, y generar respuestas inmediatas
de seguridad civil y de emergencia humanitaria. 
Despliegue de Unidades Móviles de Autonomía de
Género que brinden atención integral en justicia,
salud y economía en territorios con baja presencia
institucional, activen rutas de protección, garanticen
el acceso a servicios de salud sexual y reproductiva
y promuevan la autonomía financiera con un enfoque
territorial y diferencial. 
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Creación de un mecanismo de vigilancia judicial para
la debida diligencia que audite las actuaciones de
fiscales y jueces, mida la celeridad en la aplicación
de criterios de género e incorpore reportes
automáticos ante omisiones.

Implementación de corredores de cuidado en zonas
de conflicto como rutas seguras de movilidad con
infraestructura y servicios. 

Incorporación de garantías para la paz territorial
mediante comisiones de género, zonas de protección
y protocolos de cese al fuego que incluyan la
erradicación de las violencias basadas en género
como indicador verificable.

2. Sociedad del cuidado: el cuidado como derecho y como
fundamento de la sostenibilidad 

2.1 Enfoque
La sociedad del cuidado se fundamenta en un bloque de
legalidad internacional que transforma el cuidado en una
obligación del Estado y en un derecho humano
autónomo, sustentado en marcos que establecen la
creación de sistemas integrales bajo principios de
igualdad y supervisión judicial. En este contexto, el
cuidado se posiciona como soporte esencial para la
sostenibilidad de la vida frente a riesgos globales,
incluida la crisis climática, y establece rutas de
financiamiento y cooperación que se articulan con el
orden nacional mediante el Sistema Nacional de Cuidado
y la política pública correspondiente.
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Este enfoque se estructura bajo el modelo de las 5R, que
reconoce el valor social y económico del trabajo de
cuidado humano y ambiental, reduce la carga de tareas
domésticas mediante infraestructura pública,
redistribuye responsabilidades entre el Estado, el
mercado, la comunidad y los hogares, promueve la
corresponsabilidad del sector privado mediante la
flexibilización del trabajo, recompensa a las cuidadoras a
través de su vinculación a la seguridad social y garantiza
su representación en los espacios de toma de
decisiones. Este modelo se implementa con un enfoque
interseccional que reconoce las particularidades
territoriales y étnicas del cuidado e incorpora
mecanismos de vigilancia comunitaria para asegurar la
transparencia y el seguimiento.

El cuidado en Colombia se configura como una carga
estructural que recae de manera desproporcionada
sobre las mujeres, quienes presentan mayores niveles
de participación en el trabajo no remunerado y una
intensidad horaria significativamente superior a la de
los hombres, con brechas que se amplían en
determinadas regiones y en la población migrante. Esta
situación limita su participación en el mercado laboral y
en la vida pública, profundizando las desigualdades
económicas y sociales.

2.2 Contexto
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La crisis climática no es neutra en términos de género y
actúa como un multiplicador de riesgos que afecta de
manera diferenciada a las mujeres, quienes están
sobrerrepresentadas en contextos de pobreza y en la
economía informal, lo que limita su capacidad de
adaptación ante desastres. La degradación ambiental
incrementa la carga de cuidado, especialmente en tareas
como la recolección de agua y leña, y aumenta los
riesgos para la salud, incluidos los impactos en la salud
sexual y reproductiva. Los eventos climáticos extremos
también se asocian con incrementos de la violencia
contra las mujeres y con desplazamientos forzados que
las afectan en su mayoría, lo que genera una crisis de
cuidado en contextos de vulnerabilidad.

Estas son nuestras propuestas centrales en el marco
de esta dimensión: 

2.3 Propuestas

Consolidación del Sistema Nacional de Cuidado
(SNC) mediante la continuidad técnica, operativa y
presupuestal, así como la adscripción institucional y
la coordinación intersectorial e implementación de un
sistema de justicia fiscal que garantice la
sostenibilidad financiera del SNC mediante ingresos
progresivos, la asignación específica de recursos y la
priorización del gasto social en el cuidado, evitando
la dependencia de decisiones discrecionales. 
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Creación de una renta vital de cuidado como
mecanismo de formalización laboral dirigido a
cuidadoras de personas con dependencia, que
garantice la seguridad social, reduzca la pobreza de
tiempo y reconozca esta labor como experiencia
profesional vinculada a la sostenibilidad ambiental. 

Implementación de corredores de movilidad y de
urbanismo de proximidad que optimicen los
desplazamientos asociados al cuidado, al trabajo y al
abastecimiento, reduciendo los tiempos y
fortaleciendo la autonomía del tiempo.

Creación de nodos y sistemas de vigilancia
bioculturales en territorios de especial protección
ambiental, que integren servicios comunitarios con la
gestión sostenible de los recursos naturales,
reconozcan a las mujeres como guardianas del
territorio y vinculen su labor a la transición energética
y a la protección de la biodiversidad.

Implementación de seguros paramétricos que
permitan compensaciones automáticas ante eventos
climáticos y garanticen la liquidez inmediata para
estabilizar la economía de los hogares. 

3. Autonomía física, económica y del uso del territorio
para la superación de la feminización de la pobreza y el
acceso a derechos plenos: cuerpo, economía y territorio 
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3.1 Enfoque
La feminización de la pobreza se configura como una
expresión estructural de desigualdad que integra
dimensiones como la precarización económica, la
sobrecarga de cuidados no remunerados, las violencias
basadas en género, las barreras de acceso a los
servicios de salud sexual y reproductiva y la exclusión
de la toma de decisiones sobre el cuerpo, la sexualidad,
la reproducción y el territorio. Estas desigualdades
operan de manera interconectada y limitan la
participación social, política y económica de las mujeres,
así como su autonomía.

La Agenda plantea la articulación de la autonomía física,
económica y territorial como pilares indivisibles del
desarrollo. La soberanía sobre el cuerpo se establece
como condición fundamental para la libertad y la
garantía de los derechos sexuales y reproductivos se
plantea como un imperativo. Sobre esta base, la
autonomía económica se configura como el sustento
material que permite superar la pobreza de ingresos y de
tiempo, mediante la transformación de las estructuras
que perpetúan la desigualdad. La autonomía territorial
proyecta estas condiciones sobre la capacidad de incidir
en el entorno, lo que permite a las mujeres ejercer
control sobre sus territorios y participar en su
gobernanza.
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3.2 Contexto
En Colombia, persisten brechas en la pobreza
multidimensional entre hogares con jefatura femenina y
masculina, así como limitaciones en la autonomía
económica rural, donde la participación de las mujeres
en la propiedad y en la toma de decisiones sobre la
tierra es significativamente menor. En el ámbito de la
salud, se presentan barreras al acceso a los servicios de
salud sexual y reproductiva, falta de información
adecuada y prácticas institucionales que limitan la toma
de decisiones, junto con la persistencia del embarazo
adolescente.

La autonomía territorial se ve restringida por la
inseguridad en el espacio público y por la violencia en
contextos de conflicto armado, donde el cuerpo de las
mujeres se convierte en objeto de control y de violencia,
lo que limita su movilidad y su participación en la vida
social y política.

3.3 Propuestas
En cuanto a esta dimensión, nuestros planteamientos
centrales son: 
Fortalecimiento del sistema de salud en el nivel
primario para garantizar el acceso universal,
oportuno y de calidad a los servicios de salud sexual
y reproductiva, incluyendo la interrupción voluntaria
del embarazo, el acceso a métodos anticonceptivos
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sin barreras y la atención integral en rutas de salud,
con un enfoque territorial e intercultural. Esto debe
acompañarse de la implementación de una
educación integral en sexualidad en todos los niveles
educativos, así como de la articulación
interinstitucional para la prevención, la atención y la
sanción de las violencias basadas en género y de la
formulación de estrategias para erradicar el
embarazo infantil, la mutilación genital femenina y el
matrimonio infantil.
Puesta en marcha de una política interministerial de
derechos sexuales y reproductivos, con campañas
orientadas a la transformación cultural. Igualmente,
debe promoverse una formación obligatoria en
materia de género e interculturalidad para el talento
humano de diversas instituciones y organizaciones. 

Protección jurídica de redes de acompañamiento
comunitario, como veedurías de salud reproductiva;
la implementación de incentivos para cerrar brechas
salariales y promover la participación de las mujeres
en sectores no tradicionales; la creación de fondos
de capital semilla con garantías estatales para
emprendimientos; el fortalecimiento de circuitos de
economía popular mediante la agregación de valor; y
la implementación de programas de acceso a la tierra
que prioricen la titulación a favor de las mujeres.
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Implementación del incentivo “brecha cero” y de la
certificación de empresa igualitaria de acuerdo con
las leyes vigentes. Además, se debe consolidar el
Fondo de capital semilla y garantías "Mujer
Emprende", que se enfoca en la población más
excluida mediante una garantía estatal que elimina
barreras derivadas del historial crediticio y neutraliza
los efectos del sabotaje financiero y de la violencia
económica. 

Establecimiento de circuitos de proximidad y de valor
agregado para formalizar y potenciar la economía
popular liderada por mujeres mediante la creación de
redes de comercialización directa que eliminen la
intermediación abusiva. Esto debe ir acompañado de
un impulso a las propuestas de economías
transformadoras desde un enfoque feminista para
enfrentar el cambio climático.

4. Poder y democracia paritaria: redefinición y
redistribución del poder y del liderazgo entre mujeres y
hombres en la familia, la sociedad y el Estado 

4.1 Enfoque

El tránsito hacia una sociedad igualitaria exige una
redistribución del poder que trascienda la mera
paridad numérica y transforme las relaciones de
toma de decisiones desde el ámbito familiar hasta la
estructura del Estado. La familia deja de ser un
espacio de subordinación para convertirse en una
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unidad de corresponsabilidad sustantiva, en la que se
redistribuye el poder de decisión y se desmantelan
las jerarquías que asignan el cuidado exclusivamente
a las mujeres, lo que habilita su participación en lo
público.
Esta transformación en el ámbito privado fortalece la
relación entre las organizaciones sociales y el Estado
y configura un modelo en el que la participación no
se concede, sino que se garantiza como componente
estructural de un Estado de la Igualdad. La
democracia paritaria se concibe como un principio
permanente que establece un piso mínimo del 50%
en todos los espacios de poder, acompañado de
condiciones que aseguren una influencia real e
incluyan financiamiento equitativo, acceso a los
medios de comunicación y mecanismos de
exigibilidad que impidan el incumplimiento por parte
de las estructuras políticas.

Este enfoque también incorpora los principios de
liderazgo juvenil, interseccionalidad, igualdad de
influencia y transformación estructural, lo que
garantiza la participación efectiva de las mujeres en
todos los ámbitos de la toma de decisiones, más allá
de la mera representación formal.

4.2 Contexto
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Las desigualdades en la distribución del trabajo no
remunerado generan una brecha en el uso del tiempo
que limita la participación política de las mujeres y
reduce su capacidad de incidencia. Las trayectorias
políticas evidencian que las condiciones familiares y
de cuidado afectan de manera diferenciada a
mujeres y hombres en el acceso a cargos de
elección.
En el ámbito económico y organizacional, persisten
brechas salariales, una baja participación de las
mujeres en las juntas directivas y desigualdades en la
financiación de las campañas políticas, lo que limita
su capacidad de liderazgo. En el Estado, la
representación femenina se mantiene por debajo de
la paridad, especialmente en el nivel territorial, y las
mujeres enfrentan múltiples formas de discriminación
interseccional que restringen su acceso a cargos de
decisión.
La violencia política, que incluye amenazas,
descalificaciones y agresiones en entornos digitales,
constituye una barrera adicional que busca limitar la
participación de las mujeres y reforzar estereotipos
de género.

4.3 Propuestas
En cuanto a esta dimensión, nuestras propuestas se
enfocan en los siguientes puntos: 
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Exigibilidad de la paridad mediante sanciones por su
incumplimiento, lo que incluye la regulación de la
paridad horizontal y vertical, así como la
conformación de gabinetes paritarios en sectores
estratégicos. Esto debe ir acompañado de la
implementación de un índice de influencia real que
mida el impacto efectivo de la participación de las
mujeres en el poder e incluya la aprobación de
iniciativas y la gestión presupuestal. 

Inclusión de criterios de gobernanza paritaria en la
contratación pública, obligatoriedad de la paridad en
las juntas directivas y en los sindicatos,
fortalecimiento de la justicia especializada contra la
violencia política y creación de redes de mentoría y
de financiamiento para el liderazgo femenino en la
sociedad y en las organizaciones. 

Reestructuración de las condiciones institucionales
mediante la creación de protocolos que permitan
compatibilizar el ejercicio del poder con la vida. 

Creación de mecanismos de protección inmediata
para mujeres políticas y defensoras, con respuestas
diferenciadas que prioricen su permanencia en el
territorio y fortalecimiento de la institucionalidad para
prevenir y sancionar la violencia política.
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5. El mecanismo del adelanto de las mujeres y las
niñas en su diversidad: un sistema nacional de
género para un Estado de la Igualdad 

5.1 Enfoque

El establecimiento de un sistema nacional de género
debe constituirse en un horizonte estratégico del
Estado, independientemente de la estructura
institucional que adopte, ya que es preciso reconocer
que las mujeres no son una población más, sino la
mitad de todas las poblaciones, y que el mecanismo
de adelanto de las mujeres debe ser de alto nivel,
con capacidad vinculante frente al gabinete. Este
enfoque se fundamenta en la necesidad de contar
con una institucionalidad robusta que garantice la
igualdad sustantiva mediante la transversalización
del enfoque de género en todas las políticas públicas
y asegure su incorporación en la planeación, el
presupuesto y la gestión estatal.

El enfoque propuesto se sustenta en marcos
internacionales que establecen la obligación de los
Estados de contar con mecanismos nacionales de
alto nivel para garantizar la igualdad, así como en
instrumentos que exigen instituciones sólidas para
transversalizar la igualdad en todas las políticas
públicas y asegurar la paridad en la toma de
decisiones. En este sentido, el sistema nacional de 
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género se configura como un mecanismo estructural
que convierte la igualdad de género en un eje
organizador del Estado y permite trascender su
tratamiento como un componente sectorial.

5.2 Propuestas

En cuanto al mecanismo de adelanto, nuestras
propuestas se centran en la estructuración de dos
ámbitos de acción para transversalizar la igualdad en
la arquitectura estatal: 

El ámbito interno se orienta a integrar de manera
permanente el enfoque de género en la estructura
administrativa del Estado mediante la creación de un
gabinete intersectorial de la igualdad que articule la
acción de todos los ministerios, la institucionalización
de un certificado de impacto de género como
requisito para la viabilidad técnica de los proyectos
de inversión, el fortalecimiento de unidades de
presupuesto con perspectiva de género para el
seguimiento del gasto, la creación de redes de
enlaces de género en cada entidad para garantizar la
memoria institucional y el fortalecimiento de la
capacidad técnica del Departamento Nacional de
Planeación mediante la elevación de su estructura en
materia de género.
El ámbito externo se orienta a la transformación
territorial y al cierre de brechas estructurales
mediante la obligatoriedad de incorporar un
porcentaje de la inversión pública con enfoque de 
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género, la creación de un fondo específico para la
igualdad de género destinado a proyectos
estratégicos, la implementación de transferencias
territoriales condicionadas al cumplimiento de metas
de equidad, el fortalecimiento de oficinas regionales
por medio de esquemas de desempeño, la creación
de sistemas de información georreferenciada y
auditorías ciudadanas para el seguimiento de
resultados, y el establecimiento de un consejo
consultivo nacional de mujeres como instancia de
participación en el diseño, ejecución y evaluación de
las políticas públicas.

Definición de una metodología de contingencia
institucional que garantice la continuidad del
mecanismo ante escenarios de consolidación de un
ministerio o de creación de una agencia nacional, e
incluya fases de transición que aseguren la rectoría y
la coordinación del sistema. 

Activación de una nueva ley para el Ministerio de la
Igualdad, antes del cierre de las sesiones del
Congreso en el primer semestre y, si esto no ocurre,
establecimiento de una alta consejería como voz
política inmediata, con presencia en el Consejo de
Ministros, presupuesto para inversión, autonomía
rectoral interna y responsabilidad sobre el sistema de
cuidado y creación, mediante la Ley del Plan
Nacional de Desarrollo de la agencia nacional para la
igualdad y la democracia paritaria, que absorbería
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a la alta consejería una vez que esta sea operativa,
con el fin de evitar dualidades.

Establecimiento de un blindaje jurídico que permita la
creación de una entidad con autonomía, personería
jurídica y capacidad vinculante, adscrita a sectores
estratégicos del Estado para garantizar su
sostenibilidad y su capacidad para transversalizar la
igualdad de género en la planeación, el presupuesto
y la gestión pública.
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Las organizaciones que trabajaron
conjuntamente en el planteamiento

de esta Agenda son: 
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